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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, aLos22 días del mes de octubre de 2018, la Sala Primera del'fribunal
Constitucional, integrada por los magistrados Ramos Núñez, Ledesma Narváez y
Espinosa-Saldaña Barrera, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Miguel Angel Pari
Miranda conlra 1a sentencia de fojas 123, de fecha 2 de noviembre de 2017 expedida
por la Sala Civil Permanente de Huancayo de la Corte Superior de Justicia de Junín, que

declaró improcedente la demanda de autos.

ANTECEDENTES

Con fecha 27 de t'ebrero de 2017, el recurrente interpone demanda de amparo
contra la Oficina de Normalización Previsional (ONP). Solicita cl otorgamicnto de una
pensión de invalidez con arreglo a la Ley 26790 y su reglamento, por adolecer de la
enfermedad profcsional dc neumoconiosis, con el pago de las pensiones devengadas, los
intereses legales v los costos del proceso.

La ONP manifiesta que e[ amparo no es la vía idónea para dilucidar la
pretensión del actor.

El Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de Huancayo, con fecha 15 de
junio de 2017, declara fundada la demanda al advertir que con el Dictamen de

Evaluación SATEP de la Comisión Médica del IPSS Huancayo (1. 7) se acredita que el
actor adolece de neumoconiosis con 50 % de menoscabo, y que según la declaración
jurada de la Empresa Minera del Centro del Perú S. A. el actor ]aboró como perfbrista,
operario, oficial y operador de cable e ingeniería en minas metálicas subter:ráneas y
construcción civil, por lo que Ie corresponde acceder a la pensión de invalidez
solicitada.

La Sala superior competente revoca la apelada y la declara improccdcntc, por
estimar que no se acredita el nexo de causalidad entre la labor realizada y la enlbrmedad
de neumoconiosis que padece el recurrente.
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UNDAMENTOS

elimitación del petitorio

En el presente caso! el demandante pretendc quc sc lc otorguc pensión dc invalidcz
por enfermedad profesional.

Conforme a reiterada jurisprudencia de este Tribunal Constitucional, son
susceptiblcs de protección a travós del amparo los supuestos en que se deniegue una
pensión de invalidez por enfermedad profesional, a pesar de cumplirse los requisitos
Iegales.

3. En consecuencia, con:esponde aralizaf si el demandante cumple los presupuestos
legales que permitirán determinar si tiene derecho a percibir la pensión que reclama,
pues si ello es así se estaría verificando arbitrariedad en el proceder de la entidad
demandada.

Sobre la afectación del derecho a Ia pensión (artículo ll dc la Constitución)

Consideraciones del Tribunal Constitucional

4. Este Tribunal Constitucional, en la sentencia emitida en el ExpedierÍe 2513-2007-
PA/TC, ha prccisado los critcrios para la aplicación del Régimen de Protección de
Riesgos Profesionales (accidentes de trabajo y enfermedades prof-esionales).

5. Debe señalarse que el Decreto Ley 18846 fue sustituido por la Ley 26790" publicada
el 17 de mayo de 1997, que estableció en su Tercera Disposición Complementaria
que las rcscrvas y obligaciones por prestaciones económicas del Seguro de
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Prof-esionales, regulado por el Decreto Lcy
18846, serían transferidas al Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo
administrado por la ONP.

6. Por Decreto Supremo 003-98-SA" vigente desde el 14 de abril de 1998, sc aprobaron
las Normas Técnicas del Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo, cuyo
artículo 3 deñne enfermedad profesional como todo estado patológico pcrmanente o
ternporal que sobreviene al trabajador como consecuencia directa de la clase cle

trabajo que desempeña o del medio en que se ha visto obligado a trabajar.

7. El actor ha presentado el Dictamen de Evaluación SATEP de la Comisión Médica
del hospital de Huancayo IPSS, de fecha l3 de febrero de 1998 (f. 7), el cual indica
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que el recumente adolece de neumoconiosis con 50 % de menoscabo global.
Asimismo, adjunta los exámenes médicos practicados en el IPSS como parte de la
historia clínica (fL 57 a 63).

especto a las labores ejercidas por el demandante, se advierte del certificado de

trabajo (f .2) y de la declaración jurada de la Empresa Minera del Centro del Perú S.

A. (f. 1 0) que el actor laboró como perforista y minero en minas metálicas
subterráneas del 3 de junio de 1966 al25 de octubre de 1971 y del 21 de agosto de

1975 al 23 de octubre de 1997 como operario, oficial y operador de cable e

ingeniería en el area de construcción civil. El acfoy4 adjunta las boletas de
remuneraciones de la indicada empleadora y de Doe Rrur Peru SRL. La Oroya en las
qr.re figura su ingreso laboral desde el 3 de junio de 1966 y que percibía
bonificación por tóxico (ff. 139 a 153).

9. En cuanto a la enfermedad de neumoconiosis, importa recordar que por sus

características, este Tribunal ha considerado, invariablemcnte, que su origen es

ocupacional cuando el asegurado ha estado expuesto a la inhalación, retención y
reacción pulmonar al polvo de diversas sustancias minerales, especialmentc de sílice
cristalina, por períodos prolongados, 1o que queda acreditado conforme a lo
expuesto en el fundam ento 8 supra, toda vez que el recurrente realizó labores al
interior de mina.

10. Se concluye entonces que al accionante le corresponde percibir la pensión de
invalidez por enfermedad prot-esional atendiendo al indicado grado de incapacidad
laboral (50 %) por neumoconiosis.

I l. Por tanto. habiéndose determinado que el clemandante estuvo protegido durante su
actividad laboral por los beneficios dcl Dccrcto Ley 18846 SATEP ¡, luego con el
Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo (SC'I'R) de la Ley 26190, Ie
corresponde gozar de una pensión dc invalidez parcial permanente. de acuerdo a 1o

cstipulado en los artículos 18.2 y 18.2.1 del Decreto Supremo 003-98-SA, en un
monto ecluivalente al 50 % de su remuneración mensual.

12. En cuanto a la fecha en que se genera e1 derecho, este 'I'ribunal estima que la
contingencia debe establecerse desde Ia fecha del pronunciamiento médico que
acredita la existencia de la enfermedad profesional, dado que el beneficio deriva
justamente del mal que aqueja al demandante, y es a partir dc dicha fecha, 13 de
febrero de 1998, que se debe abonar la pensión de invalidez.
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13. Asimismo, de la Carta 183-2018-CMP-L, de fecha l6 de julio de 20 18. remitida por
la tmpresa Minera del Clentro del Perú S. A. en Liquidación, se desprende que el
dcmandante prestó servicios para la indicada empleadora; que a la fecha de la
contingencia ( 3 de lbbrero de 1998) se encontraba bajo los alcances de1 Decreto
Ley 18846 y que había contratado el SATEP con la ONP (cuaderno del Tribunal
Constitucional), por lo cual le corresponde a dicha er,tidad asumir el otorgamiento
dc la pensión de invalidez de la norma sustitutoria, laI-ey 26790.

14. Respecto a los intereses legales, este Tribunal, en la sentencia emitida en el
Expediente 05430-2006-PA/TC, ha establecido que deben ser pagados de acuerdo a
lo dispuesto en el artículo 1246 del Código Civil y calculados conforme a la
doctrina jurisprudencial vinculante sentada por este Tribunal Constitucional en el
considerando 20, del Expediente 221 4-201 4-P AIT C.

15. Asimismo, corresponde el pago de los costos del proceso conforme a lo dispuesto
por el artículo 56 del Código Procesal Constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Política del Peru, y ei tundamento de voto del magistrado

Espinosa-Saldaña Barrera, que se agrega,

HA RESUELTO

1. I)eclarar FUNDADA la demanda. al acreditarse la vulneración del derecho a la
pensión.

2. Reponiendo las cosas al estado anterior de Ia r,rrlneración, ordena que la ONP
otorgue al actor Ia pensión de invalidez con arreglo a la Ley 26790 y sus noffnas
complementarias y conexas, desde el 13 de febrero de 1998, por padecer de la
enfermedad proi-esional de neumoconiosis conforme a los fundamentos de la
presentc scntcncia y que se le abonen las pensiones devengadas, los intereses legales
y los costos procesales.

Publíquese y notifíquese

SS.

RAMOS ¡,rÚÑnz
LEDESMA NARVÁEZ
ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA
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I-UNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resltelto por mis colegas en la presente causa, sln

cmbargo. creo nccesario añadir las siguientes consideraciones en relación a [a expresión
'.<loctrina j urisprudencial vinculante", contenida en el fundamento jurídioo 14:

1. En efecto, en el presente proyecto, como en otros, se Suele hacer ref'erencia a las

expresiones "doctrina jurisprudencial vinculante". "precedente vinculante" o

"precedente constitucional vinculante", entre otras similares'

2. La labor del juez constitucional, que tiene por fin Úlltimo el reconocimiento y la
tute la de los clerechos, debe, prccisamente, superar cualquier diflcultad, limitación cl

fbrrnalidad que diticulte ese cluehacer. En ese sentido, debe dejarse de lado

cualquier interpretación formalista de un¿i nolma o un concepto. Además, debe

cgregirse cn sede de la interpretación constitucional cualquier lectura forn.ralista y

e¡ pliriclacl técnicamente incorrecta de la normatividad vigente,, máxime si se trata

de tutelar los dere cl'tos.

l. Es pues, en cste cotltexto, que en aras a la precisión conceptual que le corrcsponde

mantener a este órgano colegiado, y sobre la base dc lo dispuesto por nuestra

legislación y por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Ia palabra

"vincul¿rnte" en el esccnario de las expresiones arriba señaladas es innecesaria por

redundante. Incluso puecle generar cicfia indeseable contusión. en la medida qr.re

podria entenderse que algunas de dichas decisiones no tendrían dicho carácter.

4. Y es que, debemos tener presente que en el artículo VI del I'ítulo Preliminar dc1

código Procesal constitucional, in fine, se establece la figura de la "doctrina
jurisprudencial" o de Ia 'jurisprudencia constitttcional". Se señala en esta

disposición clue:

"Articulo VI.- (...)
(...) Los Jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de

ley y los rcglanientos según los preceptos y principios constitucionales,

confbrme a la interprctaciór, de los mismos que resulte de las

resolucioncs dictadas por el Tribunal Constitucional"'

5. Como puede apreciarse, en esta disposición se regoge un manclato claro y

obligatorio clirigiclo a los jueces yjuezas, de seguir las interpretaciones del Tribunal
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Constitucional. Siendo así, consicleramos nuevamente que la calificación

"vinculante" resultaría redundante y tendría efectos indeseados, en la medida clue

clicha expresión podría connotff que además existe doctrina jurisprudencial "no

vinculante".

6. Lo antes dicho, desde 1uego, no obsta Ia posibilidad para que, mutalis mutandis. et
un determinado caso 1os jueces o las juezas puedan apartarse del criterio. rcgla o

i¡terpretación establecida por el Tribunal Constitucional. Aquello se materializa a

través de la operación conocida como di.stinguishing. A maycrr abundamiento, esto

es posible siempre que exista una dit'erencia sustantiva entre lo estabiecido comcr

precedente constitucional o como doctrina jurisprudencial y lo alegado o discutido

en el nuevo caso. Empero, así visto, el distinguishlrzg no resta entonces en absoiuttr

eflcacia al precedente constitucional o a la doctrir,a jurisprudencial, y menos aun

cuestiona su obligatoriedad, sino que a través de dicha operación tan solo se

deterrnina que la regia o criterio que estas coutienen no son aplicables al caso

específico. por estar fuera de los alcances allí se regula.

1. Ilechas eslas salvedadcs, espero haber dejado en claro por qué, a pesar cle estar de

acuerdo con el proyeoto de resolución que SLlscribo,, considero que no debió

agregarse la expresión "vinculante", conforme ha sido sustentado en este voto.

IiSPINOSA-SALDANA BARRERA
'ü'Lc L
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